The Quality of Electricity Supply and the Regulation of the Payments to the Distribution Companies by Julián López Millá
La calidad del suministro eléctrico y la regulación de los
ingresos de las actividades de red *
JULIÁN LÓPEZ MILLA





La calidad del suministro eléctrico depende, entre otros factores, de que las redes de transporte y distribución sean
capaces de transmitir los flujos de energía que son necesarios para atender la creciente demanda de los consumidores
españoles. El cumplimiento de esta función exige que se acometan las inversiones que resultan imprescindibles para
asegurar la modernización y la ampliación de las mismas. En este trabajo se analiza el marco normativo que regula la
retribución que perciben las compañías de distribución que operan en el sector eléctrico español, con el fin de deter-
minar qué tipo de incentivos proporciona a dichas empresas, y valorar si dichos incentivos son los más adecuados
para fomentar las inversiones que requiere la mejora de la calidad del servicio. Una vez detectadas los insuficiencias
del actual marco normativo se ofrecen propuestas para corregirlas, indicando las pautas que se habrían de seguir para
incentivar la eficiencia productiva sin descuidar la calidad del suministro.
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1. Introducción
De vez en cuando, se registran interrupciones en el abastecimiento de energía eléctrica,
coloquialmente identificadas como «apagones», motivadas por cortes o fallos en el suminis-
tro de electricidad, que suelen reabrir el debate sobre la capacidad del sistema eléctrico espa-
ñol para atender las necesidades de los consumidores. Aunque algunos de tales episodios son
fruto de la falta de oferta, originada por averías o paradas de algunas centrales, no parece
que, en general, quepa preocuparse por la posibilidad de que estos sucesos se produzcan más
frecuentemente. Durante los últimos años se ha registrado un notable incremento de la de-
manda pero, al mismo tiempo, se ha producido también un importante crecimiento de la po-
tencia instalada, que se debe tanto al aumento del número de centrales pertenecientes al de-
nominado «régimen especial» 1 como a la incorporación de un buen número de plantas de
gas de ciclo combinado (véase gráfico 1). Los más de 20.000 MW de diferencia entre la pun-
Hacienda Pública Española / Revista de Economía Pública, 176-(1/2006): 43-71
© 2006, Instituto de Estudios Fiscales
* El autor desea agradecer las sugerencias y los comentarios de dos evaluadores anónimos.ta máxima de demanda registrada en enero de 2005 y la potencia total instalada en el parque
de generación peninsular parecen, de momento, suficientes para garantizar la atención de las
necesidades de los usuarios (aunque, lógicamente, siempre habrá una parte de las instalacio-
nes que no esté disponible para producir o sea mantenida al margen del sistema por sus pro-
pietarios). A medio plazo, la puesta en marcha de nuevas centrales de gas de ciclo combina-
do y la incorporación de nuevas plantas de régimen especial (sobre todo, de energía eólica)
permitirán garantizar la cobertura de la demanda, incluso en escenarios moderadamente des-
favorables (CNE, 2005).
En la actualidad, una buena parte de las preocupaciones relativas a la posibilidad de que
aumenten los cortes en el suministro se refiere a la falta de capacidad de las redes de trans-
porte y distribución, o a que su antigüedad pueda dar lugar a un mayor número de averías.
Problemas de abastecimiento relacionados con fallos en las redes, como los que se han pro-
ducido en Nueva York, Londres e Italia en fechas no muy lejanas, han acrecentado esta preo-
cupación, ya muy presente en nuestro país, donde los medios de comunicación suelen reco-
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Punta máxima de demanda registrada en 2005, 27-1-2005 (MW)ger con frecuencia noticias relativas a interrupciones en el suministro originadas por averías
o fallos en las redes.
Lo cierto es que, aparte de las informaciones más o menos anecdóticas que suelen apare-
cer en los medios de comunicación, los escasos datos de los que disponemos no revelan que
se haya producido un deterioro en la continuidad del suministro. Más bien al contrario: du-
rante los últimos años, se ha registrado una notable disminución de los tiempos totales de in-
terrupción del suministro, y se ha reducido tanto la duración de los cortes programados por
las empresas para atender el mantenimiento de las redes como la de los fallos ocasionados
por factores imprevistos. Además, todas las compañías han logrado mejorar los niveles
de continuidad del suministro en las zonas de distribución que tienen asignadas (véase grá-
fico 2).
No obstante, debemos tener en cuenta que los datos de TIEPI («Tiempo de Interrupción
Equivalente de la Potencia Instalada»), los únicos de los que disponemos para un período re-
lativamente amplio, han de ser observados con cautela por varias razones:
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ministro que se han registrado, se divide el resultado entre la potencia total del distribuidor
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Unión Fenosa Iberdrola Endesaa) En primer lugar, hay que reparar en que hasta la publicación del Real Decreto
1955/2000, desarrollado por la Orden ECO/797/2002, no ha existido un procedimiento de re-
cogida y cálculo de datos sobre la continuidad del suministro establecido y supervisado por
la Administración 2. Así pues, las cifras previas a 2003 (el primero para el que se dispone de
datos elaborados conforme a dicha normativa) no han sido auditadas en modo alguno, y ni si-
quiera existe la garantía de que se hayan calculado de forma completamente homogénea.
b) La continuidad del suministro también se puede medir a través de otros indicadores,
como el NIEPI (para el que se dispone de datos desde 2003), el SAIFI y el SAIDI 3 (que a di-
ferencia del NIEPI y del TIEPI utilizan el número de consumidores implicados en la inte-
rrupción en vez de la potencia afectada), o el CAIDI (que equivale al cociente entre el SAIDI
y el SAIFI). El problema de este tipo de indicadores es que son demasiado sintéticos: en
España (como en muchos otros países), sólo incluyen los fallos de suministro superiores a
tres minutos (dejan fuera, por tanto, los llamados «microcortes», que pueden resultar tan per-
judiciales como las interrupciones más largas), y agregan todas las faltas de suministro, con
independencia de que éstas hayan sido programadas por la empresa o provocadas por facto-
res imprevistos (que unas veces tendrán su origen en situaciones fortuitas, otras habrán sido
ocasionados por la actuación de terceros, y sólo en ciertos casos serán atribuibles a la compa-
ñía que gestiona las redes), o de que se hayan producido en zonas urbanas o rurales (en estas
últimas se suelen registrar más interrupciones, y su duración también suele ser mayor porque
se tarda más en efectuar las reparaciones) 4.
c) En tercer lugar, cabe tener en cuenta que la calidad del servicio no depende única-
mente de la continuidad del suministro. Hay otros factores, como la rapidez con la que se
atiende a los clientes o las características de la onda de tensión (que depende fundamental-
mente de variaciones en la frecuencia y la tensión de alimentación, de que se produzcan «mi-
crocortes» o de la aparición de los llamados «huecos de tensión»), que también pueden in-
fluir en la calidad del servicio 5. No obstante, se tiende a considerar que la continuidad del
suministro es el elemento esencial de la misma, pues las interrupciones son, probablemente,
el tipo de fallo capaz de producir un mayor perjuicio a los consumidores. De hecho, los estu-
dios de ámbito internacional se suelen llevar a cabo a partir de algún tipo de indicador sobre
la continuidad del suministro, comparando sus valores (previamente homogeneizados) en
distintos países. Así, por ejemplo, en el informe sobre calidad del suministro eléctrico reali-
zado por el Consejo de Reguladores Europeos de la Energía en 2003 (y en el que sólo apare-
cen datos de España para el año 2001), nuestro país ocupa una posición intermedia (véase
gráfico 3).
Por otra parte, las propias empresas suelen señalar que los indicadores de continuidad
del suministro son el mejor reflejo de las inversiones que realizan en sus redes de distribu-
ción para mejorar la calidad del servicio que prestan a sus clientes: a la hora de hacer balance
de las actividades desarrolladas a lo largo del ejercicio, o al plantear sus «planes estratégi-
cos», el principal objetivo que asocian a tales inversiones es el de la mejora de la continuidad
del suministro, que en el caso de las compañías de distribución españolas se ha relacionado
siempre, como ya se ha indicado, con disminuciones del TIEPI. Y es que al margen de que
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pliar las infraestructuras de distribución si se desea mejorar la continuidad del suministro,
sustituyendo componentes obsoletos, incorporando las tecnologías más avanzadas y aumen-
tando la capacidad de las instalaciones existentes 6. Sobre todo, en una época como la actual,
en la que los incrementos de la demanda son tan elevados que no es posible atenderlos única-
mente mediante el aprovechamiento de las economías de escala que se pueden obtener ex-
plotando las infraestructuras ya disponibles.
De acuerdo con la información facilitada por las propias compañías, a lo largo de los úl-
timos años se han llevado a cabo elevadas inversiones en las redes de distribución, que han
contribuido decisivamente al logro de mejores niveles de continuidad del suministro, a pesar
del fuerte crecimiento de la demanda. Además, dichas inversiones se han realizado en un
contexto caracterizado por el escaso crecimiento de los ingresos asignados a la actividad de
distribución (véase gráfico 4), lo que ha aminorado la rentabilidad de la misma, situándola
por dejado de la media correspondiente al conjunto de las actividades desarrolladas por las
empresas del sector (UNESA, 2005).
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Fuente: CEER (2003). (*): Los datos representados en el gráfico se refieren únicamente a interrupciones imprevis-
tas, su duración se expresa en minutos y se ponderan mediante el número de consumidores implicados (el TIEPI
considera la potencia afectada)
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Finlandia Francia Reino Unido Italia IrlandaCabe preguntarse, por tanto, si la necesidad de tales inversiones queda suficientemente
atendida en un contexto como el actual, en el que el proceso de liberalización impulsado por
la Ley del Sector Eléctrico de 1997 7 ha separado las actividades potencialmente competiti-
vas de aquellas que se han de realizar en régimen de monopolio. Ello ha supuesto la intro-
ducción de un marco normativo en el que los ingresos de las compañías propietarias de las
redes vienen determinados por una regulación específica, que no sólo ha de proporcionar una
retribución adecuada, sino que debe transmitir incentivos apropiados para estimular las in-
versiones necesarias.
En este trabajo nos vamos a preguntar si el régimen retributivo al que están sujetas las
compañías de distribución ayuda a que exista el marco adecuado para que tales empresas
acometan las inversiones necesarias para el refuerzo, la expansión y la modernización de
unas infraestructuras que, como hemos visto, resultan decisivas para mantener la continuidad
del suministro de electricidad. Para ello, vamos a examinar el marco normativo que define la
retribución que perciben las citadas empresas, con el fin de detectar sus insuficiencias y, una
vez realizada esta tarea, propondremos posibles mejores que permitan subsanar las carencias
detectadas y, finalmente, ya en el apartado de conclusiones, trataremos de apuntar los facto-
res que pueden estar animando a las compañías a invertir en las redes a pesar de los defectos
del régimen retributivo al que están sujetas.
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Fuente: UNESA (2005). Nota: Los datos representados se refieren únicamente al mercado peninsular















Demanda Inversiones Retribución2. Del Marco Legal Estable a la liberalización
En un trabajo muy conocido, que constituye una referencia básica para entender los
fundamentos de los procesos de liberalización en el sector eléctrico, Joskow y Schmalen-
see (1983) señalan que en este sector se pone de manifiesto una «fuerte tensión» entre
coordinación y competencia. Durante muchos años, este enfrentamiento se resolvió otor-
gando prioridad a la coordinación, de modo que una sola compañía se encargaba de reali-
zar todas las actividades, con el objetivo, al menos teórico, de maximizar las ventajas deri-
vadas de la centralización de decisiones. Pero ello planteaba un problema fundamental:
impedía obtener los beneficios de la competencia. Si la generación, que es una actividad
potencialmente competitiva, se lleva a cabo junto al transporte, que constituye un monopo-
lio natural, será muy difícil conseguir resultados competitivos en aquella actividad; si se
permite participar en la actividad de suministro a las compañías de distribución cabe la po-
sibilidad de que surjan barreras que dificulten la entrada de otros comercializadores; y si
los productores están verticalmente integrados con los distribuidores, el grupo resultante
dispone de un gran poder de mercado porque ello le permite estar presente tanto en el lado
de la oferta como en el de la demanda 8. Incluso en el caso del transporte y la distribución,
donde los monopolios aparecen de forma natural, la separación de actividades permite in-
troducir ciertos incentivos que no son posibles cuando ambas actividades están completa-
mente integradas 9. Además, debemos tener en cuenta que cuanto más integradas están las
actividades que configuran el sector eléctrico, más difícil es establecer un sistema de regu-
lación verdaderamente efectivo, pues las empresas tienen un mayor control sobre la infor-
mación. Por tanto, la liberalización del sector eléctrico siempre conlleva la separación ver-
tical de las actividades que se llevan a cabo en el mismo, y el caso de España no constituye
una excepción.
Hasta el 1 de enero de 1998, el sector eléctrico español se organizaba en torno a un con-
junto de compañías que se denominaban subsistemas. Estas empresas generaban electricidad
en sus propias centrales y se encargaban también de la distribución y del suministro a los
consumidores finales 10. ENDESA, como productor no incluido en ningún subsistema, se
dedicaba únicamente a la generación y no vendía su electricidad a los consumidores finales,
sino a los subsistemas (aunque, al mismo tiempo, ENDESA era accionista mayoritario de al-
gunos de ellos).
La regulación que establecía la retribución que percibían los subsistemas constituía lo
que se conoce como Marco Legal Estable (MLE): un sistema de cálculo de los ingresos
que debían percibir las empresas del sector eléctrico para compensarlas por los costes en
que incurrían como consecuencia de su participación en el proceso que permitía abastecer
de electricidad a los consumidores, y que se basaba en unos valores estándares que fijó el
gobierno cuando el sistema se aplicó por primera vez (1988). Estos importes iniciales se
actualizaban cada año y, a continuación, se agregaban para calcular la cuantía que se debía
recaudar a través de las tarifas que pagaban los consumidores. Al aplicarlas a sus clientes,
cada subsistema obtenía unos ingresos que, normalmente, no coincidían con el valor están-
dar de los costes que le reconocía la regulación, pues la tarifa era única a nivel nacional
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muy distintos, y la composición de sus carteras de clientes también era muy dispar. Para
igualar la retribución que percibía cada empresa a los costes reconocidos se efectuaban
unas compensaciones que daban lugar a una serie de cobros y pagos entre subsistemas,
aunque con ellos no se compensaban todas las diferencias entre los ingresos recaudados
por medio de la tarifa y los importes reconocidos por la regulación. La finalidad de este
margen entre los ingresos finales percibidos y los costes reconocidos era incentivar a las
empresas para que fuesen más eficientes. Crampes y Laffont (1995) han argumentado que
con ello se fomentaba la «competencia por comparación» 11, pero Rodríguez y Castro
(1994) y López Milla (2000) han mostrado que, en realidad, la forma en que se determina-
ban los parámetros de ese régimen retributivo generaba un sistema de incentivos similar al
que produce un límite de precios (establecido, eso sí, mediante un mecanismo complejo y
poco transparente).
Lamentablemente, el efecto del MLE sobre el comportamiento de las empresas eléctri-
cas ha sido poco estudiado. No obstante, para la actividad de distribución disponemos de al-
gunos trabajos bastante recientes. En el de Grifell-Tatjé y Lovell (2003) se comparan los cos-
tes asociados a la red de distribución existente en 1996 con los derivados de una red ideal,
diseñada a partir de cero para atender la demanda presente y futura con un alto nivel de cali-
dad del servicio. Los resultados que obtienen muestran que si bien la red ideal presenta las
ventajas que cabía esperar en cuanto a diseño y precio de los elementos utilizados en su cons-
trucción, la red existente revela una mayor eficiencia en cuanto a costes, que los autores atri-
buyen a los incentivos transmitidos por el marco regulador.
Blázquez y Grifell-Tatjé (2004) demuestran que las compañías que llevaban a cabo la
actividad de distribución recibían incentivos que las animaban a realizar elevadas inversio-
nes, pues con ello lograban que se les reconociesen nuevos ingresos (aunque las instalacio-
nes fueran infrautilizadas y ello supusiera una disminución de su eficiencia operativa y, por
tanto, de su productividad). Asimismo, los autores concluyen que los intentos de subsanar las
deficiencias del marco normativo para evitar estos comportamientos fueron anulados por
otras modificaciones que tuvieron un efecto contrario lo que, a su juicio, revela que las em-
presas disponían de una notable capacidad para influir sobre el regulador.
Jara, Ramos y Martínez (2004) han estimado los frutos del aprovechamiento de las
economías de integración vertical producidas por la unión de las actividades de generación
y distribución en los subsistemas españoles a lo largo del período 1985-1996. Según sus re-
sultados, tales economías suponen alrededor del 6,5 por 100 del total de los costes, un por-
centaje menor que el obtenido en estudios similares realizados en Estados Unidos, lo que
revela que no son muy relevantes y, por consiguiente, tampoco debería ser significativos
los posibles perjuicios derivados de la separación de actividades establecida por la Ley de
1997.
La normativa liberalizadora que entró en vigor a principios de 1998 intentó romper la in-
tegración vertical que existía durante el período previo estableciendo reglas que garantizasen
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cas. Con este fin, clasificó esas actividades en dos grupos:
a) Actividades que se pueden ejercer libremente: la producción y el suministro a usua-
rios cuyo nivel de consumo se sitúa por encima de los umbrales que permiten elegir provee-
dor (en la actualidad, ya pertenecen a este grupo todos los usuarios españoles).
b) Actividades reguladas: el transporte a alta tensión, la distribución y el suministro a
clientes que compran a tarifa porque no alcanzan el umbral que permite elegir proveedor (ac-
tualmente, ninguno) o porque prefieren seguir abasteciéndose así en lugar de hacerlo a precio
libre 12.
Las sociedades mercantiles que llevan a cabo actividades reguladas deben tener éstas
como objeto social exclusivo. Por tanto, no pueden dedicarse ni a la producción ni a la co-
mercialización, aunque a un grupo empresarial sí le está permitido realizar actividades decla-
radas incompatibles siempre que sean ejercitadas por sociedades diferentes 13. Además, la
Directiva 2003/54/CE ha establecido que la gestión de la red de distribución debe estar sepa-
rada (al menos jurídicamente) de cualquier actividad distinta de la distribución, lo que va a
obligar a las compañías que prestan este servicio a poner sus negocios de suministro a tarifa
en manos de otra sociedad del grupo.
La retribución que perciben las compañías que realizan actividades que se pueden ejer-
cer libremente se determina a través de mecanismos de mercado: los ingresos que obtienen
los comercializadores son los que figuran en los contratos que pactan con sus clientes, mien-
tras que los ingresos de los productores provienen de las operaciones que llevan a cabo en un
mercado que comenzó a funcionar el 1 de enero de 1998.
Los ingresos de las empresas que llevan a cabo actividades reguladas son establecidos
cada año por el gobierno mediante un procedimiento que se conoce de antemano porque está
recogido en la normativa (la propia Ley del Sector Eléctrico reconoce que es necesario ac-
tuar así porque desarrollan sus actividades en régimen de monopolio). Como los precios que
cobran estas compañías no responden a la retribución que ha de percibir cada una, sino que
son los mismos en todo el territorio nacional, sus ingresos quedan sometidas a un procedi-
miento de liquidaciones que permite distribuir el importe total para que cada empresa obten-
ga la retribución que le garantiza la regulación 14.
3. El régimen retributivo de las compañías de distribución en el
sector eléctrico español
3.1. Cálculo y determinación de la retribución
El gobierno determina todos los años la retribución global que corresponde al conjunto
de las compañías distribuidoras, a las que se reconoce el derecho a percibir el importe que se
determina por medio de la siguiente expresión:
La calidad del suministro eléctrico y la regulación de los ingresos de las actividades de red 51Dn = Dn–1 ·[ 1+( ( IPCn – 1)/100)] · [1 + (/D · Fe)] (5)
donde:
Dn = coste reconocido a las compañías de distribución en el año n
Dn–1 = coste reconocido a las compañías de distribución en el año n–1
IPCn = previsión sobre la variación porcentual del Índice de Precios al Consumo durante
el año n
/D = previsión sobre la variación de la demanda (año n respecto al año n–1). Será cero
cuando se prevea una disminución de la demanda
Fe = factor de eficiencia
El importe que le corresponde a cada una de las compañías que participan en la activi-
dad de distribución se obtiene repartiendo la cantidad que resulta de la expresión anterior.
Para ello, el Ministerio de Industria y Energía consideró necesario aplicar un modelo de
red de referencia que tuviera en cuenta las características de las zonas atendidas por las dis-
tintas empresas. Este modelo, propuesto en su día por Hidrocantábrico, y conocido como
«Modelo Bulnes», diseña la red de referencia a partir de la ubicación real de los consumos
y de las puntas de demanda registradas en los mismos, con el objetivo de minimizar la in-
versión necesaria para lograr unos determinados niveles de pérdidas y calidad de servicio
(definida, fundamentalmente, a través del número de interrupciones del suministro). Ini-
cialmente, fue aceptado por Iberdrola y Unión Fenosa, pero rechazado por Endesa, que
experimentaba una significativa pérdida de retribución porque la aplicación del modelo
de red aminoraba notablemente los ingresos correspondientes a las zonas atendidas por
esta compañía en el nordeste de España, al asignarles unos costes que en modo alguno per-
mitían mantener la participación de Endesa en la retribución total (véase cuadro 2). La ra-
zón de estas disparidades tiene su origen en las diferencias entre la red ya establecida y la
resultante del modelo, que se diseñó a partir de cero (es decir, sin tener en cuenta la red
existente).
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Cuadro 1
Valores asignados a los parámetros que determinan la retribución de la actividad
de distribución
Parámetros 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005
IPC previsto 2,2% 1,8% 2,0% 2,0% 2,0% 2,0% 2,0% 2,0%
Variación de la demanda 3% 4% 4,7% 5,44% 4,2% 4,0% 4,82% 4,59%
Fe 40% 30% 30% 30% 30% 30% 30% 30%
Fuente: CNE (varios años).Para evitar que la aplicación del modelo de red supusiera una drástica alteración de la re-
tribución percibida por cada compañía, se dispuso un período transitorio durante el que la
cantidad total se repartiría por medio de un método que permitiría suavizar los cambios:
i) El importe neto asignado a la actividad de distribución en 1997, 354.409 millones de
pesetas, se iría reduciendo en un 6,22 por 100 anual. La cantidad resultante se repartiría entre
las empresas de distribución mediante los porcentajes correspondientes al último año de vi-
gencia de la regulación anterior.
ii) El resto de la retribución total, compuesto por las sumas que se van agregando cada
año y por las cantidades que se van deduciendo del importe reconocido en el año 1997, se dis-
tribuiría según unos porcentajes determinados anualmente por el gobierno. La participación de
Endesa en esta parte de la retribución total sería inferior a la que le asigna el modelo de red,
pero se elevaría gradualmente hasta situarse en el nivel fijado por éste al final del período tran-
sitorio. En el caso de Iberdrola, Unión Fenosa e Hidrocantábrico ocurriría lo contrario: inicial-
mente, se les asignarían porcentajes superiores a los que se derivan del modelo de red, pero se
irían reduciendo progresivamente hasta equipararse a los que se obtienen de dicho modelo.
De este modo, la introducción de los nuevos criterios de reparto no provocaría una alteración
repentina de los ingresos percibidos por cada compañía, sino una variación gradual que se iría
produciendo a lo largo de un período de dieciséis años 15. Sin embargo, este procedimiento sólo
se aplicó a la hora de repartir las cantidades fijadas en 1998 y 1999. En 2000 y 2001, el Ministe-
rio no modificó los porcentajes correspondientes a la segunda parte de la retribución. El manteni-
miento de las cuotas aprobadas para 1999 permitió que la participación de Iberdrola, Unión Fe-
nosa e Hidrocantábrico en la cuantía total asignada a la actividad de distribución fuera más
elevada que la que les habría correspondido si se hubiera continuado utilizando el método inicial-
mente establecido, mientras que la de Endesa fue menor. Como resultado, la transición hacia los
porcentajes finales de reparto que se derivan de la aplicación del modelo de red se aceleró.
Para distribuir los importes asignados en 2002 se abandonó el procedimiento de transición
que expusimos anteriormente y, acudiendo a argumentos como el de que «si se aplicasen los
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Cuadro 2
Reparto de la retribución de la actividad de distribución (a)
1997
(MLE) 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 Modelo
Grupo Endesa 45,58% 44,20% 43,85% 43,38% 42,92% 40,12% 40,12% 40,12% 40,05% 37,54%
Iberdrola 36,56% 37,05% 37,20% 37,38% 37,55% 36,94% 36,94% 36,94% 36,88% 38,77%
Unión Fenosa 15,40% 15,98% 16,11% 16,31% 16,49% 16,92% 16,92% 16,92% 16,89% 17,26%
Hidrocantábrico 2,46% 2,78% 2,84% 2,94% 3,04% 3,19% 3,19% 3,19% 3,16% 3,31%
Viesgo (b) 2,82% 2,82% 2,82% 2,99% 3,12%
Otras 0,01% 0,01% 0,01% 0,01%
(a): Participación de cada empresa en el conjunto de la retribución asignada a la actividad de distribución en el terri-
torio peninsular. (b): Viesgo perteneció al grupo Endesa hasta que la compró ENEL, a finales de 2001. Desde enton-
ces, constituye una compañía independiente.
Fuente: elaboración propia a partir de los Reales Decretos de tarifas eléctricas, de la Orden de 14 de junio de 1999 y
de CNSE (1999).porcentajes del modelo de red de referencia unas ganarían y otras perderían», o el de que «exis-
te un desfase entre la inversión real y la derivada de dicho modelo», se fijaron unas participa-
ciones en la retribución total que no han quedado suficientemente justificadas (CNE, 2002). La
empresa que salió más perjudicada con el establecimiento de los nuevos porcentajes fue Iber-
drola, a la que se atribuyó una cuota más baja que la que se le asignó al inicio del período tran-
sitorio; mientras que las más beneficiadas resultaron ser Unión Fenosa e Hidrocantábrico, que
vieron aumentar sus participaciones hasta niveles muy cercanos a los que se derivaban del mo-
delo de red. El porcentaje que le correspondió a Endesa, inferior al que se le atribuyó en 2001,
se situó bastante por debajo del que le otorgaba la regulación anterior a 1998, pero dejó de
aproximarse al que le asignaba el modelo (más reducido). En 2003 y 2004 se aplicaron las mis-
mas cuotas de reparto, que sólo se han modificado levemente en 2005 para compensar a Vies-
go (pues se ha considerado que en 2002, cuando se le asignó la parte que le correspondía en la
retribución de Endesa, se le atribuyó un porcentaje demasiado bajo (CNE, 2004)).
El cuadro 3 recoge las participaciones que le habrían correspondido a cada compañía si
se hubiera seguido aplicando el procedimiento transitorio desde 2002 y las que han obtenido
realmente. Se puede comprobar que la gran perjudicada por el cambio ha sido Iberdrola
(cuya cuota se ha mantenido en un nivel inferior al de 1998, aunque tendría que haber ido au-
mentando), y que Viesgo, al menos hasta 2004, también ha conseguido un porcentaje inferior
al teórico. Endesa y, sobre todo, Hidrocantábrico y Unión Fenosa, han logrado cuotas supe-
riores a las que se habrían derivado de la aplicación del procedimiento transitorio.
Al margen de la retribución que obtienen por sus actividades como distribuidoras, estas com-
pañías también ingresan una cantidad que las compensa por los costes de gestión comercial en que
incurren para atender a sus clientes a tarifa y a los consumidores cualificados conectados a sus re-
des que ejercen dicha condición 16. El importe global de dicha retribución se calcula actualizando
una cifra inicial mediante el mismo procedimiento que se utiliza para determinar la anualidad total
que le corresponde a la actividad de distribución. La cuantía que recibe cada empresa se halla apli-
cando una serie de parámetros que reflejan sus costes de gestión comercial (el valor inicial de los
mismos fue establecido por la Administración y se actualiza cada año por medio del mismo meca-
nismo que se emplea para determinar la retribución global de la actividad de distribución).
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Cuadro 3
Reparto de la retribución de la actividad de distribución (datos reales y procedimiento transitorio)
2002 2003 2004 2005
Teórico Real Teórico Real Teórico Real Teórico Real
Grupo Endesa 40,39% 40,12% 40,07% 40,12% 39,75% 40,12% 39,44% 40,05%
Iberdrola 37,56% 36,94% 37,70% 36,94% 37,84% 36,94% 37,97% 36,88%
Unión Fenosa 16,25% 16,92% 16,36% 16,92% 16,47% 16,92% 16,59% 16,89%
Hidrocantábrico 2,85% 3,19% 2,90% 3,19% 2,95% 3,19% 3,00% 3,16%
Viesgo 2,95% 2,82% 2,97% 2,82% 2,99% 2,82% 3,01% 2,99%
Nota: Los porcentajes teóricos hacen referencia a las cuotas que le habrían correspondido a cada compañía si se hu-
biera seguido aplicando el procedimiento transitorio. Fuente: elaboración propia a partir de CNE (varios años).3.2. Análisis del régimen retributivo actual
Como explicamos en el apartado anterior, las retribuciones que perciben las compañías que
participan en las actividades de distribución se determinan a partir de la actualización de los im-
portes correspondientes al ejercicio previo. Para ello, se emplean unos coeficientes que reflejan la
evolución del IPC, corregida mediante un parámetro X que, hasta ahora, ha tomado el valor 1.
Como resultado, el valor de tales retribuciones, expresado en términos reales, se reduce un
1 por 100 con respecto al del período anterior. A primera vista, parece un procedimiento similar
al de los mecanismos de regulación por incentivos que operan a través de un límite sobre los in-
gresos (revenue cap), actualizado mediante un coeficiente del tipo (IPC-X) 17. La principal finali-
dad de este tipo de regímenes retributivos es la de incentivar a las empresas para que sean más
eficientes, pues les permite quedarse con todas las ganancias derivadas de una reducción en los
costes 18. Además, con esta clase de regulación, una parte de los resultados generados por la ma-
yor eficiencia productiva se puede transmitir a los compradores cuando se lleva a cabo la revi-
sión del parámetro X para adaptarlo a los nuevos niveles de costes alcanzados por las empresas.
Hay dos elementos que presionan a las empresas para que mejoren su eficiencia: el valor
de los parámetros de actualización y el vínculo entre los costes reales y los importes recono-
cidos en un principio. El primero será el que tenga más peso en el largo plazo, mientras que
el segundo tendrá mayor importancia en los períodos iniciales, durante los que unos paráme-
tros elevados pueden ser una débil restricción si el valor original de la retribución reconocida
es muy alto, o unos parámetros pequeños pueden dar lugar a una limitación muy exigente si
las cantidades abonadas al principio se ajustan a los verdaderos costes. Cuando pasen los pri-
meros años, se podrá modificar el valor de X para adaptar el importe de la retribución a los
costes reales, y el nivel de estos factores se convertirá en el principal medio para exigir a las
empresas una mayor eficiencia productiva. Por tanto, para profundizar en el análisis del régi-
men retributivo al que están sujetas las citadas empresas resulta necesario estudiar tanto el
origen de la cuantía que se ha utilizado como base para calcular sus ingresos como las carac-
terísticas del procedimiento que se emplea para actualizarla.
a) La base retributiva
Aunque 1998 es, en teoría, el primer año en que se aplicó el nuevo modelo retributivo,
en realidad, su origen se sitúa en 1997, que es el año en que se incorporaron a la tarifa eléctri-
ca los importes que el gobierno había pactado un año antes con las grandes compañías del
sector, y que se recogieron en el llamado «Protocolo para el establecimiento de una nueva re-
gulación del sistema eléctrico nacional». A la actividad de distribución se le reconocieron
364.436 millones de pesetas, un 18,5 por 100 más que en el año 1996; mientras que a la ges-
tión comercial se le atribuyeron 73.531 millones de pesetas, lo que representó un ascenso de
tan sólo un 1,55 por 100. En conjunto, la cuantía asignada a estas dos actividades aumentó su
peso en el total de los ingresos reconocidos a las empresas del sector en un 2,9 por 100 (véase
cuadro 4), gracias al crecimiento de la partida correspondiente a la distribución, que absorbió
la mayor parte de la caída que registró el importe atribuido a la generación (que redujo en
casi un 5 por 100 su participación en el total).




































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































.En 1998, y como consecuencia del notable descenso que experimentó la partida asignada a
la generación, la cantidad total que se otorgó a las empresas que perciben retribuciones regula-
das volvió a ganar peso en total de ingresos reconocidos a las compañías del sector. Sin embar-
go, debemos tener en cuenta que mientras el importe correspondiente a la distribución registra-
ba un notable aumento (un 15,24 por 100), las cuantías atribuidas al transporteyal agestión
comercial experimentaban un claro descenso (un 6,76 por 100 y un 40,37 por 100, respectiva-
mente). La razón de estas importantes variaciones se encuentra en el hecho de que a mediados
de 1999 y, por tanto, una vez concluido el ejercicio de 1998, se aprobó una reasignación de las
cantidades que se habían reconocido inicialmente a esas tres actividades. En el caso del trans-
porte, el trasvase de recursos hacia la distribución se justificó aludiendo a la introducción de
unas nuevas definiciones de las redes vinculadas a ambas actividades, y supuso una rebaja de
8.379 millones de pesetas con respecto a la cifra inicialmente establecida. La reducción que su-
frió el importe correspondiente a la gestión comercial ascendió a 43.846 millones de pesetas y,
en este caso, las razones que la explican son menos claras. Con esta transferencia de fondos se
pretendió compensar a los distribuidores por las labores de gestión comercial que han de reali-
zar para todos sus clientes, al margen de que sigan abasteciéndose a tarifa o negocien con los
comercializadores el precio del suministro. Sin embargo, no se entiende la razón por la que se
efectuó ese trasvase, pues si al establecer las retribuciones correspondientes a las distintas acti-
vidades eléctricas ya se incluye una partida que reconoce los costes de gestión comercial de los
distribuidores, no tiene sentido separar una parte de la misma y agregarla a la cantidad asigna-
da a la distribución con el argumento de que las empresas que perciben esta suma realizan ta-
reas de gestión comercial. A no ser que lo que se pretendiera fuese que una parte de la retribu-
ción que se habría de establecer por este concepto quedara al margen de posibles variaciones
en la partida explícitamente consignada como «costes de gestión comercial», cosa que podría
haber ocurrido conforme se fuera avanzando en la liberalización, que ha supuesto una apertura
escalonada del mercado minorista y, por tanto, una paulatina ampliación del segmento de con-
sumidores que pueden acudir al comercializador que deseen para contratar su suministro.
En 2000 se volvió a alterar la base retributiva de las actividades de distribución y gestión
comercial: por una parte, se suprimió la partida que se venía incluyendo en el importe asig-
nado a la distribución para incentivar la mejora de la calidad del servicio; por otra, se eliminó
la cuantía que se incorporaba a la retribución de la gestión comercial en concepto de «progra-
mas de gestión de la demanda» 19. Posteriormente, al establecer los costes que serían finan-
ciados mediante los ingresos proporcionados por las tarifas eléctricas en 2003, se modificó la
base retributiva de todas las actividades para incorporar ciertas cantidades reconocidas a las
empresas que las llevan a cabo en los territorios insulares y extrapeninsulares 20. Dichos im-
portes han quedado agregados al total de costes que deben ser sufragados mediante los ingre-
sos proporcionados por las tarifas, y se van actualizando cada año según el procedimiento
que corresponde a la partida a la que se han incorporado. Todo ello, sin que se haya justifica-
do adecuadamente el importe de cada una de las cantidades añadidas por el concepto ante-
riormente referido (CNE, 2004).
Así pues, en lo que respecta a la evolución de la base retributiva correspondiente a las
actividades desarrolladas por las compañías de distribución cabe señalar que no ha manteni-
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inició la liberalización, la cuantía en la que se basan los ingresos atribuidos a dichas activida-
des ha experimentado demasiadas variaciones, originadas por decisiones repentinas que han
dado lugar a aumentos o disminuciones en los importes asignados que casi nunca se han de-
tallado de forma precisa, lo que impide valorar adecuadamente la conveniencia de dichos
cambios. Como explicamos antes, la relación entre el nivel de las retribuciones reconocidas
y el valor de los costes en que incurren las empresas que las perciben condiciona la fortaleza
de los incentivos que reciben para mejorar su eficiencia productiva. El problema es que re-
sulta prácticamente imposible determinar la intensidad de esos incentivos cuando las bases
retributivas experimentan modificaciones tan frecuentes y la justificación de las mismas es
tan escasa. Y más aún si tenemos en cuenta que tales cambios vienen a alterar unos importes
que, en realidad, no son más que el fruto de un acuerdo entre el gobierno y las principales
empresas del sector, desarrollado a partir de los niveles de ingresos que se derivaban de la
aplicación del régimen retributivo anterior. Por consiguiente, la relación entre las cantidades
en que se basa el actual régimen retributivo y los costes en que incurren realmente las empre-
sas sujetas a él viene condicionada por la que existía bajo la regulación anterior, y ésta no tie-
ne por qué ser coherente con el modelo organizativo vigente en la actualidad. Hay que tener
en cuenta que ese marco normativo permitía la plena integración vertical de las actividades
eléctricas y que la separación de las retribuciones correspondientes a las mismas se producía
únicamente a efectos de cálculo, pues se asumía que, en última instancia, los perceptores de
las diferentes partidas eran los subsistemas y, por tanto, la existencia de subsidios entre ellas
no se veía como algo extraño 21.
b) Los procedimientos de actualización
Como hemos visto, los importes asignados a las actividades de distribución y gestión co-
mercial se actualizan mediante dos coeficientes: el llamado «factor de eficiencia» (Fe), que
corrige el crecimiento de la demanda para reflejar las economías de escala que se pueden
conseguir en estas actividades; y el que resulta de restar un 1 por 100 al aumento del IPC
[implícitamente, una restricción del tipo (IPC-X) con X = 1]. La ventaja de esta clase de coe-
ficientes de actualización es que pueden incentivar a las empresas para que alcancen una ma-
yor eficiencia productiva y, además, proporcionan un mecanismo flexible para ir trasladando
a los consumidores una parte de las ganancias que se derivan de esa mayor eficiencia produc-
tiva. Sin embargo, en la práctica, no es fácil articular un procedimiento que permita que X y
Fe tomen los valores apropiados para alcanzar tales fines pues, para ello, es necesario que se
excluya cualquier consideración acerca del nivel de beneficios que deberían lograr las com-
pañías sujetas a regulación: sólo se han de tener en cuenta las previsiones sobre la evolución
de aquellos factores que escapan al control de las empresas (como el crecimiento de los pre-
cios de los inputs, la evolución de la demanda y los cambios en la tecnología empleada en el
proceso de producción). En caso contrario, se debilitarían, e incluso podrían desaparecer, los
incentivos que han de animar a las compañías a ser más eficientes.
El problema es que, como ha indicado la CNE en repetidas ocasiones [véase, por ejem-
plo, CNE (2002)], no se conoce el procedimiento que conduce a la determinación de los va-
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que resulta imposible analizar si se ajusta a los requisitos que acabamos de exponer. No obs-
tante, podemos afirmar que los valores que se les asignaron cuando entró en vigor el actual
marco retributivo son los que se recogieron en el acuerdo suscrito por el gobierno y las prin-
cipales compañías eléctricas a finales de 1996, de modo que no podemos dejar de preguntar-
nos si no se establecieron de forma que el resultado garantizase a las empresas afectadas una
retribución razonable.
Además, debemos tener en cuenta que si se desea fomentar la eficiencia productiva es
necesario que las empresas se puedan aprovechar de los beneficios generados por las dismi-
nuciones de costes que hayan conseguido durante un período suficientemente amplio: si el
valor que toman los coeficientes se revisa muy pronto, los incentivos dirigidos a mejorar la
eficiencia productiva se debilitan; si el intervalo de tiempo que transcurre es demasiado lar-
go, esos incentivos se refuerzan, pero ello se logra a costa de retrasar el momento en que los
consumidores se benefician de las reducciones de costes que han obtenido las empresas.
Como explicamos antes, en el caso de los ingresos correspondientes a la distribución y a
la gestión comercial no se sabe si el coeficiente de actualización utilizado se va a modificar
en algún momento ni se conocen las circunstancias que pueden dar lugar a una alteración del
valor asignado a Fe. Este tipo de incertidumbre no es compatible con la clase de incentivos
que se deberían transmitir. Las empresas deberían tener la certeza de que disponen de un de-
terminado período para apropiarse de todos los beneficios generados por las disminuciones
de costes que consigan, pero si existe la posibilidad de que se anticipe la revisión de los coe-
ficientes o se desconoce cuándo se va a producir ésta, sus gestores podrán pensar que no se
les va a permitir aprovecharse de las reducciones de costes que hayan logrado y tendrán me-
nos incentivos para buscar ganancias de eficiencia productiva. Otras cosa distinta es que se
haya transmitido a las compañías una cierta seguridad acerca de que no se va a efectuar nin-
guna modificación sin que se produzca previamente un «acercamiento de posturas» aunque,
desde luego, este procedimiento de revisión no parece el más deseable.
Hasta ahora, sólo nos hemos referido a los coeficientes que se emplean para actualizar
los ingresos totales asignados a las actividades de distribución y gestión comercial. Pero tam-
bién debemos tener en cuenta el procedimiento que se utiliza para repartir esas sumas entre
las empresas que llevan a cabo dichas actividades. Los costes unitarios que se usan para cal-
cular la cantidad que le corresponde a cada una de las compañías que realizan tareas de ges-
tión comercial se actualizan mediante los mismos índices que se aplican a la retribución to-
tal, así que, en este caso, se puede repetir el mismo razonamiento que expusimos antes. Sin
embargo, como señalamos en el apartado anterior, el mecanismo de reparto de la suma asig-
nada a la distribución es mucho más complejo, pues en él se mezcla la aplicación de un mo-
delo de red de referencia con la transición desde los antiguos porcentajes de reparto hacia los
nuevos. Al margen del juicio que merezca dicho modelo de red desde el punto de vista técni-
co 22, cabe señalar que, en cualquier caso, lo que no parece aceptable es que la aplicación del
mismo de lugar a un proceso en el que primero se acelera la transición hacia las cuotas que se
derivan del modelo y, posteriormente, se introducen unos nuevos porcentajes que dejan apar-
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más que confusión e incertidumbre y, desde luego, este contexto no es el más adecuado para
que las empresas lleven a cabo las inversiones necesarias.
4. Opciones para el diseño de un régimen retributivo eficiente
Una vez analizadas las deficiencias del régimen retributivo de la actividad de distribu-
ción, procede plantear posibles alternativas de reforma. A la luz de los argumentos anterio-
res, uno de los cambios que parece más necesario es poner fin al procedimiento consistente
en el reparto de una cantidad global. Este mecanismo convierte el régimen retributivo de la
actividad en un «juego de suma cero», en el que la disputa se establece en torno a la partici-
pación de cada empresa en el importe total, de forma que el cálculo del mismo pierde impor-
tancia y, con ello, apenas se atiende al fomento de la eficiencia y de la mejora de la calidad
del servicio. Además, los vaivenes a los que ha estado sometido este régimen retributivo du-
rante los últimos años no han hecho más que acrecentar la confusión, de modo que resulta
imposible determinar cuál es su finalidad y a qué criterios obedece. Es necesario, por tanto,
pasar a un sistema en el que los ingresos de cada compañía se determinen individualmente,
teniendo en cuenta sus circunstancias específicas (sin que ello excluya, como expondremos
más adelante, la posibilidad de que se establezca algún vínculo entre la remuneración de las
distintas empresas).
Cualquier nuevo régimen retributivo deberá tomar como punto de partida la situación
actual de la actividad de distribución y de las sociedades que la llevan a cabo. Aunque utili-
zar, la retribución de cada compañía en el último ejercicio en que se aplique el modelo actual
sería lo más fácil (y evitaría, probablemente, muchas polémicas), lo más apropiado (y tam-
bién, lo más complejo) es elaborar un inventario actualizado de todas las instalaciones que
componen la red de distribución, y que recoja la mayor cantidad posible de información so-
bre ella, convenientemente auditada por el regulador 23. A partir de dicho inventario, se po-
dría establecer la base retributiva del nuevo sistema mediante el reconocimiento de los «cos-
tes actuales del servicio», teniendo en cuenta que éstos no se deben determinar a través de la
mera aceptación de los valores contables. Habría que considerar, hasta donde fuera posible,
otros criterios como la necesidad de las inversiones que se han ido realizando, su impacto so-
bre la calidad del servicio (siempre que se disponga de datos fiables), la relación entre los va-
lores contables y el coste de reposición de los distintos elementos, o las diferencias entre las
infraestructuras existentes y las que resultan de la aplicación de un modelo de red de referen-
cia. Teniendo en cuenta estos criterios, se podría calcular (como ya se hizo, al menos formal-
mente, para hallar el valor de los «Costes de Transición a la Competencia») un «factor de efi-
ciencia y ajuste» que, a través de una corrección moderada, compensase posibles asimetrías
en la información (el regulador nunca dispondrá de datos tan precisos como las empresas),
penalizara algunos excesos en las inversiones (como ya indicamos, Blázquez y Grifell-Tatjé
(2004) nos proporcionan alguna evidencia empírica que apunta en este sentido), y fomentase
la eficiencia en la gestión de las redes.
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para actualizarla. Aunque se podrían plantear muchas alternativas, aquí nos vamos a centrar
en las que nos parecen más interesantes (además, dentro de cada una se pueden considerar
diversas variantes).
En primer lugar, nos vamos a referir a la posibilidad de aumentar la retribución de cada
empresa mediante el reconocimiento de las inversiones que vaya realizando. Se trataría de un
método similar al que se empleó durante los años del Marco Legal Estable y que aún se apli-
ca para retribuir a las compañías de transporte. Exigiría establecer unos parámetros que fija-
sen el importe de los costes a reconocer, considerando valores unitarios que se pudieran apli-
car de forma generalizada. También habría que incorporar (por ejemplo, en el procedimiento
de actualización de los parámetros) incentivos que fomentasen la eficiencia, y tener en cuen-
ta la necesidad de evitar excesos en las inversiones y favorecer la mejora de la calidad del
servicio. Todo ello parece difícil si dichos valores unitarios se aplican de forma global, pues
será inevitable que se acaben estableciendo en función de los costes medios. Aunque existe
la posibilidad de incorporar otros elementos, como las señales procedentes de un modelo de
red de referencia o indicadores de calidad del servicio, que pueden contribuir a individualizar
las retribuciones y a fomentar los incentivos antes citados.
En segundo lugar, vamos a analizar la posibilidad de aplicar mecanismos de regulación
por incentivos, mediante coeficientes del tipo (IPC-X) y/o comparaciones. Como ya hemos
señalado, la utilización de esos índices puede servir para fomentar la eficiencia productiva y
trasladar a los consumidores una parte de las ganancias que ello proporcione. Con este fin,
resulta necesario encontrar un equilibrio entre la participación que se otorga a los consumi-
dores en los frutos generados por las mejoras de eficiencia y el plazo durante el que se permi-
te a las empresas conservar la totalidad de los mismos (lo normal es que dicho período sea
más largo cuanto mayor sea el porcentaje que se transmite a los consumidores). Generalmen-
te, para alcanzar ese equilibrio se suelen ponderar factores de carácter social y político, tra-
tando de encontrar una solución que pueda ser aceptada por los ciudadanos y que, al mismo
tiempo, garantice que las empresas llevan a cabo las inversiones necesarias. Revisando las
experiencias de países que aplican este tipo de regulación se observa un panorama muy di-
verso, que abarca plazos de3a6años y cuotas de participación en las ganancias de eficien-
cia que van desde menos del 50 por 100 hasta el 100 por 100 (Jamasb y Pollit, 2001).
El procedimiento que se sigue para fijar el valor de X tampoco está exento de influencias
de tipo político pero, en este caso, se suele otorgar más importancia a otra clase de factores.
Ya hemos señalado que durante los años posteriores a la puesta en marcha de esta forma de
regulación el nivel de X afecta menos a los incentivos que la base retributiva establecida
como punto de partida. Es con el paso del tiempo cuando el mecanismo de actualización de
los ingresos cobra más peso y ejerce una mayor influencia sobre la conducta de las empresas.
Como el importe asignado a cada compañía en el año en que entre en funcionamiento el nue-
vo sistema ya se habrá establecido a partir de consideraciones acerca del reconocimiento de
los costes del servicio, o de la garantía de una rentabilidad razonable, sería deseable evitar
que estos criterios estuvieran presentes de nuevo a la hora de fijar el valor de X. Para ello,
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sas sujetas a la regulación, como el aumento del precio de los factores de producción, el cre-
cimiento de la demanda, la variación de la productividad (que dependerá, en gran medida, de
la incorporación de avances tecnológicos), etc... Sería necesario excluir cualquier considera-
ción relativa a partidas de gastos e ingresos que las compañías puedan controlar y, en parti-
cular, cualquier referencia a los beneficios de las mismas.
Diversos autores, como Sappintong, Pfeifenberger, Hanser y Basheda (2001) han hecho
hincapié en las ventajas de este tipo de regulación cuando se aplica de acuerdo con los crite-
rios que acabamos de enunciar, subrayando su simplicidad, su transparencia y su capacidad
para fomentar la eficiencia productiva, ofrecer una combinación equilibrada de riesgos y re-
compensas, reducir la incertidumbre y favorecer las inversiones. Sin embargo, otros autores
han puesto de manifiesto algunos problemas observados en su aplicación práctica. Brown,
Einhorn y Vogelsang (1991), entre otros, han indicado que la regulación (IPC-X) puede ani-
mar a reducir los costes mediante la prestación de un servicio de peor calidad, lo que obliga a
adoptar las medidas necesarias para evitarlo (por ejemplo, a través de una regulación especí-
fica). También se ha indicado frecuentemente que resulta difícil conciliar los intereses de las
empresas y los consumidores, y ello puede acabar impidiendo que el regulador cumpla sus
compromisos 24, provocando un problema de credibilidad (de ahí la importancia de tener en
cuenta la factibilidad política y social del procedimiento que se establezca). Diversos auto-
res, como Rees y Vickers (1995), han señalado algunos casos en que los organismos que se
encargan de la revisión de los valores de X han tenido en cuenta los beneficios conseguidos
por las compañías, abandonando con ello la idea de considerar únicamente factores ajenos al
control de la empresa (y, de paso, acabando con una de las ventajas de este tipo de regula-
ción: su simplicidad y su escasa necesidad de información). Sibley (1989) llega más lejos al
afirmar que como consecuencia de la tendencia a considerar «un beneficio razonable» a la
hora de revisar X apenas existen, en la práctica, diferencias entre la regulación del tipo
(IPC-X) y la aplicación de un sistema basado en el reconocimiento de los costes del servicio.
Isaac (2001), por su parte, hace hincapié en que bajo la regulación por incentivos, como con
cualquier otra clase de regulación, las empresas van a tratar de aprovechar las debilidades del
marco normativo y a intentar presionar a las autoridades, lo que plantea, igualmente, la posi-
bilidad de «captura» del regulador 25.
Otra posibilidad para la regulación por incentivos es la utilización de procedimientos de
regulación por comparación o por referencia que se pueden combinar con otras técnicas de
regulación por incentivos (por ejemplo, para fijar el valor de X cuando se emplean coeficien-
tes de actualización del tipo (IPC-X)), o emplear al margen de ellas pues, en definitiva, basta
con que exista algún vínculo entre la retribución de cada compañía y algún indicador obteni-
do a partir del resto.
En principio, la actividad de distribución proporciona un marco apropiado para el uso de
esta clase de mecanismos, pues se suele organizar a través de un conjunto de monopolios que
se extienden a lo largo de zonas muy concretas, asignados a varias compañías (a veces, cen-
tenares, como en Suecia) dentro de un mismo país. Sin embargo, la aplicación de procedi-
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cuentes surge a la hora de elegir la referencia que se va a emplear. Yatchew (2001) ofrece
varias posibilidades: la compañía más eficiente, el nivel medio, la mediana o el valor corres-
pondiente a la empresa que se sitúa en una posición determinada (percentil) dentro del con-
junto de empresas, clasificadas en función de su eficiencia. Esta elección condiciona el
vínculo de las distintas compañías con la referencia seleccionada (las exigencias que se esta-
blezcan no serán las mismas si se opta por la media o se toma, por ejemplo, la que alcanza un
nivel de eficiencia sólo superado por el 10 por 100 del total de empresas) y, aún más impor-
tante, influye al escoger la técnica que se va a utilizar para establecer la posición relativa de
cada compañía. Este es, probablemente, el principal escollo que se ha de sortear, ya que las
comparaciones sólo serán válidas si se logra distinguir entre las diferencias que son fruto de
disparidades en los niveles de eficiencia y las que obedecen a factores que escapan al control
de las empresas.
En Irastorza (2003) y Shuttleworth (2003) se puede encontrar una revisión de los distin-
tos métodos (clasificados en dos grupos: «de medias» y «de fronteras»), así como una expo-
sición de sus principales limitaciones. La más importante se refiere a lo complicado que re-
sulta distinguir entre las diferencias atribuibles a disparidades reales en los niveles de
eficiencia y las imputables a otros factores, como errores en los datos o en la especificación
de los modelos. El segundo de los autores citados también subraya que los procedimientos
empleados no permiten tener en cuenta que determinados hechos acontecidos en el pasado,
no atribuibles a las empresas, pueden estar influyendo todavía en sus niveles de eficiencia.
Farsi y Filippini (2004) constatan que los niveles de eficiencia que suelen obtenerse a partir
de dichos métodos pueden variar notablemente si se modifica la técnica de estimación, el
tipo de datos con los que se trabaja o el modelo utilizado, lo que les lleva a defender que la
aplicación de tales métodos debe tener, normalmente, carácter complementario.
Asimismo, cabe advertir que tanto los métodos «de medias» como los «de fronteras»
suelen requerir que exista un número mínimo de empresas (desde luego, más que las cuatro o
cinco distribuidoras de cierto tamaño que existen en España). A veces, se ha planteado la po-
sibilidad de incluir compañías extranjeras en la comparación, pero teniendo en cuenta que
suelen operar en marcos institucionales muy distintos, que su trayectoria a lo largo del tiem-
po puede haberse visto condicionada por factores muy dispares, y que no resulta fácil dispo-
ner de datos homogéneos, no parece que ésta pueda ser una solución aceptable. Además,
cuando las empresas sujetas a regulación por comparación son muy pocas, como ocurriría en
España, cabe la posibilidad de que lleguen a algún tipo de acuerdo para evitar competir entre
ellas.
En definitiva, cabe afirmar que la aplicación de mecanismos de regulación por compara-
ción en España parece difícil, y que éstos, probablemente, deberían limitarse a contrastes
muy simples, que pueden ser útiles, por ejemplo, para comprobar la validez de la informa-
ción que las distintas empresas remitan al regulador. Sin duda, ello ha contribuido a que el
actual marco normativo plantee la posibilidad de emplear un «modelo de red de referencia»,
algo que no es muy habitual en el contexto internacional. En relación con la utilización de di-
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que existen varias alternativas para diseñarlo, que podemos agrupar en dos: a partir de la red
existente («modelo incremental»), o ignorando la red que se ha ido desarrollando a lo largo
del tiempo («modelo de base cero»). Elegir una u otra opción no resulta sencillo y, al final, la
decisión puede ser difícil de justificar. Lo que sí es seguro es que los resultados cambiarán
según cuál escojamos. En segundo lugar, debemos subrayar que no es fácil conjugar los cri-
terios técnicos que suelen predominar en el diseño de los modelos de red con los criterios
económicos a los que nos estamos refiriéndonos aquí [el trabajo de Grifell-Tatjé y Lovell
(2003), al que ya nos hemos referido, lo pone de manifiesto claramente]. Si se intenta combi-
nar la regulación por incentivos con un modelo de red se comprobará que no resulta sencillo,
pues no sólo se incrementa la complejidad del marco regulador: también pueden aparecer in-
centivos contrapuestos. Ello dependerá, en gran medida, de cómo se «introduzca» el modelo
de red en el procedimiento para determinar la retribución de las compañías: como mucho,
puede ser un factor más a tener en cuenta a la hora de calcular el valor de X que le asignamos
a cada una, o un elemento de comparación adicional al contrastar los logros de las distintas
empresas. Aquí nos pronunciamos a favor de otorgarle una función complementaria, como
«modelo ideal» desde el punto de vista del diseño técnico de la red.
Concluiremos este apartado realizando algunas consideraciones sobre una cuestión que,
hasta ahora, hemos dejado deliberadamente al margen. Porque una cosa es que se establezca
un marco normativo que fomente la eficiencia y que promueva las inversiones, y otra muy
distinta es que ello vaya a incrementar la calidad del servicio (de hecho, la regulación por
incentivos puede provocar lo contrario). Nos parece que resulta necesario mantener una re-
gulación como la actual, que establece penalizaciones asociadas a la continuidad de los su-
ministros individuales (si acaso, revisándola para ampliar los supuestos recogidos —redu-
ciendo, por ejemplo, la duración de las interrupciones consideradas— y para que sea posible
identificar más claramente al causante de las discontinuidades). Pero, al mismo tiempo, hace
falta introducir la calidad del servicio en la retribución asignada a cada compañía, por ejem-
plo, estableciendo unas bandas de objetivos, a través de porcentajes, con penalizaciones o
premios vinculados a los umbrales asignados 26. A la hora de establecerlos, resultará útil el
modelo de red que se haya diseñado, que puede contribuir a fijar los objetivos de calidad, e
incluso se puede establecer algún tipo de mecanismo competitivo que ligue los niveles de
continuidad del suministro alcanzados por las distintas compañías, siempre que, claro está,
sea posible tener en cuenta la heterogeneidad de las zonas en que operan.
5. Conclusiones
La calidad del suministro eléctrico depende, entre otros factores, de que las redes de dis-
tribución sean capaces de transmitir los flujos de energía que son necesarios para atender la
creciente demanda de los consumidores españoles. Pero el cumplimiento de esta función exi-
ge que se acometan las inversiones que resultan imprescindibles para asegurar la moderniza-
ción y la ampliación de las mismas. Sin embargo, hemos visto que a pesar de que ya han
transcurrido más de siete años desde el inicio de la liberalización, el régimen retributivo al
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ello puede constituir un obstáculo para que las decisiones de inversión de las empresas sigan
la trayectoria más conveniente para el refuerzo y la ampliación de las redes. Según hemos
puesto de manifiesto, la mayoría de las deficiencias que se observan en el marco retributivo
están relacionadas con la escasa transparencia del procedimiento que se emplea para deter-
minar el valor de los principales parámetros, la alteración de algunas de sus reglas más im-
portantes, y la insuficiente justificación de ciertas decisiones que tienen una gran influencia
sobre los incentivos que se transmiten a las compañías. Ello impide valorar si tales incenti-
vos son los más apropiados y, en cualquier caso, genera una gran incertidumbre que puede
retraer las inversiones o encaminarlas en una dirección que no sea la más adecuada para ga-
rantizar la calidad del suministro.
Por tanto, la actividad de distribución se encuentra en la misma situación de «atasco re-
gulatorio» que denuncia Pérez Arriaga (2005) cuando se refiere al marco normativo de la ge-
neración eléctrica en España 27. En línea con lo defendido por este autor, cabe afirmar que tal
situación, combinada con el mantenimiento de un sistema de tarifa integral, que ha favoreci-
do la contención del coste total del suministro, en detrimento de la correcta regulación de las
actividades individuales, es capaz de provocar «un desequilibrio retributivo de las distintas
actividades, o de una misma actividad entre las distintas empresas, lo que puede conducir en
definitiva a un deterioro de la actividad empresarial y del servicio que recibe el consumidor»
(Pérez Arriaga, 2005: 28).
No obstante, hemos comprobado que a pesar de tales deficiencias, las empresas encarga-
das de la prestación del servicio continúan invirtiendo y la continuidad del suministro ha se-
guido mejorando. Resulta difícil explicar las razones de este comportamiento, pero podemos
apuntar varias hipótesis:
— En primer lugar, debemos tener en cuenta que la retribución regulada no es la única
fuente de ingresos de las empresas que prestan el servicio. En casi todas las comunidades au-
tónomas, e incluso en ámbitos locales, existen «Planes de Electrificación Rural» o progra-
mas similares que les proporcionan remuneraciones adicionales y que, además, suelen con-
tribuir a financiar inversiones en aquellas zonas en que existe más potencial de mejora en la
continuidad del suministro.
— En segundo lugar, cabe señalar que la insuficiente separación entre la distribución y
la comercialización otorga a las empresas del grupo que realizan esta última actividad una de
sus principales ventajas de cara a competir con las que no están verticalmente integradas. Esa
ventaja se desvanecería si el servicio que prestan las distribuidoras del grupo no fuera de
buena calidad.
— Por otra parte, hemos de considerar que si las principales empresas eléctricas españo-
las están interesadas en «no dinamitar el proceso de liberalización», como señala Pérez
Arriaga (2005: 47), pueden haber decidido que sus esfuerzos en mejorar la calidad del servi-
cio vayan más allá de los incentivos que les transmite el régimen retributivo. Es más, la expe-
riencia del pasado (están los casos de la «moratoria nuclear», de los «Costes de Transición a
la Competencia», del «déficit tarifario» correspondiente al período 2000-2002,...) les puede
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cen ahora.
— Asimismo, conviene tener presente que, como indican Blázquez y Grifell-Tatjé
(2004), el régimen retributivo anterior fomentaba las inversiones y ello puede haber permiti-
do disponer de unas redes relativamente bien dimensionadas para afrontar los recientes au-
mentos de la demanda.
— Por último, debemos tener en cuenta los posibles efectos de las normas que regulan la
calidad del servicio y establecen penalizaciones para los casos de incumplimiento de los va-
lores de referencia establecidos a nivel individual.
Sean cuales sean los motivos de que se sigan llevando a cabo inversiones en la mejora de
las redes, parece evidente que no se puede confiar en que se continúen produciendo, ni en
que se realicen de forma eficiente y de modo que contribuyan a mejorar la calidad del servi-
cio si no se dispone de un marco normativo que anime a las empresas a perseguir tales objeti-
vos. En este trabajo hemos planteado algunas posibilidades de reforma del actual régimen
retributivo, indicando ventajas e inconvenientes de las distintas opciones y poniendo de ma-
nifiesto las dificultades que conlleva su aplicación práctica. Otras cuestiones, como la posi-
bilidad de trasladar las competencias sobre la determinación de los ingresos de la actividad
de distribución a niveles de la Administración que estén más próximos al ciudadano [en la lí-
nea de lo apuntado por Brennan (2003)], quedan fuera del ámbito de este trabajo, aunque ello
no significa que sean menos importantes.
Notas
1. Son aquellas que utilizan energías renovables no consumibles, residuos, biomasa o cualquier otro tipo de bio-
carburante.
2. Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre (BOE 27 de diciembre de 2000), y Orden ECO/797/2002, de 22 de
marzo (BOE 13 de abril de 2002). En ellos se definen tres indicadores de continuidad de suministro: TIEPI,
NIEPI («Número de interrupciones equivalente de la potencia instalada») y «percentil 80 del TIEPI» (que es el
valor del TIEPI que no es superado por el 80 por 100 de los municipios de la zona), se establecen los criterios
que se han de seguir para calcularlos, el procedimiento de medida y control que se ha de utilizar, y los tipos de
zonas («urbana», «semiurbana», «rural concentrada» y «rural dispersa», que se definen en cada provincia
agrupando los municipios según el número de suministros) para los que se han de proporcionar tales datos.
Asimismo, se determinan unos niveles mínimos de calidad de servicio individual (mediante valores máximos
del número de interrupciones y de la duración de las mismas), cuyo incumplimiento obliga a la compañía dis-
tribuidora a indemnizar al cliente mediante un descuento en su factura.
3. El SAIFI mide la frecuencia media de las interrupciones por cliente, y el SAIDI proporciona el tiempo total
promedio de interrupciones por cliente.
4. En España sólo se dispone de valores relativamente desagregados del TIEPI y del NIEPI, a partir de criterios
homogéneos, desde 2003, gracias a la aprobación de la normativa a la que nos hemos referido anteriormente.
5. El Real Decreto 1955/2000 regula la calidad de la atención al consumidor por parte de las distribuidoras (esta-
bleciendo plazos máximos para la prestación de algunos servicios y fijando pequeñas bonificaciones en la fac-
tura si se incumplen), pero apenas se refiere a las características que ha de satisfacer la onda de tensión.
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capacidad, la introducción de esquemas de doble alimentación, la ampliación y modernización de subestacio-
nes y centros de transformación, la automatización de las redes mediante equipos de telemando y el refuerzo
de equipos y líneas.
7. Ley 54/1997, de 27 de noviembre de 1997 (BOE 28 de noviembre de 1997).
8. El efecto de la integración entre producción y distribución sobre la competencia en el mercado mayorista espa-
ñol se estudia, por ejemplo, en Kühn y Machado (2004) y Ciarreta y Espinosa (2005).
9. Por ser un tema ampliamente tratado en diversos trabajos, no se van a exponer aquí las características de las
actividades que se realizan en el sector eléctrico. El lector interesado en conocer los factores que condicionan
la organización de este sector, las razones que obligan a mantener una estrecha coordinación entre dichas acti-
vidades, y las dificultades que plantea la liberalización de un sector tan complejo (incluyendo las ventajas e in-
convenientes de la separación de actividades) puede consultar Joskow (1997), Lasheras (1999), Hunt (2002),
Newbery (2002), Stoft (2002) y Rothwell y Gómez (2003).
10. Para transportar la energía desde las unidades de producción hasta sus redes de media y baja tensión utilizaban
los servicios de Red Eléctrica de España (REE), una compañía controlada por el Estado que se encargaba del
transporte a alta tensión y de coordinar la explotación del conjunto del sistema eléctrico, aunque no era propie-
taria de todos los tramos de la red de transporte a alta tensión (un buen número de ellos pertenecían a los sub-
sistemas).
11. La lectura del trabajo de Shleifer (1985) permite conocer en qué consiste la «competencia por comparación» o
«competencia referencial» (yardstick competition).
12. Las actividades que realizan las empresas que se encargan de la gestión técnica y económica del sistema eléc-
trico también están reguladas. REE se encarga de la primera de esas dos funciones y la Compañía Operadora
del Mercado Español de Electricidad (OMEL) lleva a cabo la segunda. Para garantizar la independencia de
ambas sociedades, se ha limitado el porcentaje del capital social que puede mantener un único accionista y la
participación del conjunto de las compañías eléctricas en el mismo.
13. Cuando la actual Ley del Sector Eléctrico entró en vigor (el 1 de enero de 1998), los subsistemas tuvieron que
llevar a cabo la separación jurídica de las actividades de generación y distribución, para lo que dispusieron de
un plazo que acabó el 31 de diciembre del año 2000. Hasta el momento en que la realizaron, las compañías
afectadas debieron llevar contabilidades distintas para las dos actividades. En la actualidad, la obligación de
llevar contabilidades separadas se mantiene, y afecta tanto a las empresas que sólo realizan actividades regula-
das como a las que únicamente desarrollan actividades potencialmente competitivas.
14. Además, las cantidades recaudadas por las compañías que se encargan del transporte, la distribución y el sumi-
nistro a tarifa incluyen también algunos importes que no forman parte de la retribución de estas empresas y de-
ben ser entregados a los sujetos a los que les corresponden.
15. La duración del período transitorio coincidía con la vida residual media de las instalaciones de distribución.
16. El hecho de que se reconozcan costes de gestión comercial por el servicio prestado a consumidores cualifica-
dos puede causar una cierta perplejidad (y, en cualquier caso, no ha sido adecuadamente justificado) ya que, en
teoría, estos costes deben ser asumidos por los comercializadores y recuperados mediante los ingresos que ge-
neren las ventas que efectúen.
17. Los principios en que se basa la regulación por incentivos se pueden encontrar en Sappington (1994) y Vogel-
sang (2002), mientras que en Beesley y Littlechild (1989) y Braeutigam y Panzar (1993) se pueden hallar los
fundamentos teóricos de los límites sobre precios (o ingresos medios) asociados a coeficientes del tipo
(IPC-X).
18. Esto no ocurriría si el organismo regulador fijase una tasa de beneficio pues, en tal caso, la empresa podría
trasladar todos sus costes a los consumidores y, por tanto, no tendría incentivos para minimizarlos (Stelzer,
1989).
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llones de pesetas en 1997 y 1998, y 10.200 millones de pesetas en 1999. A los «programas de gestión de la de-
manda» se destinaron 5.000 millones de pesetas entre 1995 y 1998, y 5.100 millones de pesetas en 1999.
20. En el caso de las actividades de distribución y gestión comercial se produjo un incremento de 236.927.000 € y
17.691.000 €, respectivamente.
21. La posibilidad de que la distribución se estuviera sufragando mediante una parte de los recursos asignados a
otras actividades podría explicar por qué su retribución creció casi un 20 por 100 en 1997, e incluso podría ser-
virnos para justificar los trasvases de fondos que afectaron a las cantidades inicialmente atribuidas en 1998,
pero no disponemos de los datos que nos permitirían emitir un juicio al respecto.
22. En CNSE (1999) se discuten los aspectos técnicos del modelo de red utilizado y se valoran posibles alternati-
vas.
23. Precisamente, la reciente Orden ITC/2670/2005, de 3 de agosto, por la que se establece la información que los
distribuidores deben remitir a la CNE para la elaboración de un nuevo sistema de retribución de la actividad,
recoge la necesidad de disponer de tales datos.
24. El caso de la regulación de las compañías de distribución en el Reino Unido durante los noventa resulta muy
ilustrativo. En 1995, cumpliendo el plazo inicialmente fijado, el regulador endureció notablemente las restric-
ciones de precios a las que estaban sujetas las empresas, obligándolas a afrontar un recorte de ingresos de entre
un 11 y un 17 por 100 durante el primer año y estableciendo una limitación del tipo IPC-2 sobre los precios co-
rrespondientes a los cuatro ejercicios siguientes (desde abril de 1996 hasta marzo del 2000). Unos meses des-
pués, ante la avalancha de críticas que suscitó la publicación de las cuentas de resultados de las compañías, ar-
gumentó que al establecer los nuevos controles de precios, había infravalorado su situación financiera. En su
opinión, ello justificaba una modificación de las limitaciones que afectaban a los cuatro últimos ejercicios del
período: en el primero de estos cuatro años, los ingresos tendrían que experimentar un reducción nominal de
entre un 10 y un 13 por 100; en los tres restantes, estarían sujetos a una restricción del tipo IPC-3.
25. Utilizamos este término en el mismo sentido en que lo hace Stigler (1971).
26. Por ejemplo, en Rivier, Román, Gómez y De la Fuente (1999) se plantean opciones para establecer un meca-
nismo de retribución que genere un vínculo directo entre los ingresos y la calidad del servicio.
27. De hecho, aunque el propio autor señala que el estudio de la actividad de retribución sobrepasa los límites del
contenido de su trabajo, no deja de afirmar (pág. 28) que «... la regulación española de la actividad de distribu-
ción es muy deficiente: la remuneración percibida por cada distribuidora no depende del crecimiento de su de-
manda, ni de las inversiones que haya realizado, ni de la calidad del suministro que haya proporcionado» y,
más adelante, también indica (pág. 67) que «el procedimiento de remuneración español de la distribución es
claramente uno de los más deficientes en el contexto internacional».
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70 JULIÁN LÓPEZ MILLAAbstract
The quality of electricity supply depends, among others aspects, on the transmission and distribution networks for
energy flows required to deal with the increasing demand by Spanish consumers. However, the modernization and
expansion of such a function requires appropriate investments. In this paper we examine the legal framework that
regulates the payments to the distribution companies in the Spanish electric industry, in order to determinate what
type of incentives are provided to these companies. We also analyse if these incentives are appropriate to encourage
the investments required to improve the quality of the service, and then, we make a proposal to correct the insuffi-
ciencies of the current legal framework, pointing out the guidelines that should be followed to provide incentives to
improve the efficiency without overlooking the quality of the supply.
Keywords: Regulation, electricity industry, electricity distribution, quality of electricity supply.
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